MODIFICA LA LEY N° 19.884 SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL, CON EL OBJETO DE PERFECCIONAR SUS NORMAS
BOLETÍN N° 4686-06
Vistos: 

Lo dispuesto en los artículos 18 y 63 N° 20 de la Constitución Política de la República, y

Considerando:
1.- El financiamiento de la actividad política, y en particular el de las campañas electorales, es una problemática directamente relacionada con la transparencia y la probidad de la función pública, debido al conflicto de intereses que puede aparecer  entre lo político y lo privado y los eventuales brotes de corrupción que pueden generar.

En efecto, en un escenario sin regulaciones legales, los partidos y candidatos en actividad de campaña suelen aceptar fuentes de financiamiento privadas que, de algún modo, comprometen la gestión futura del postulante electo.   A su vez, quienes colaboran financieramente con los gastos  de una campaña consideran que están efectuando una inversión, cuyo retorno posterior puede postergar el bien común o la eficiencia de la gestión, en favor de decisiones parciales de gratitud política.

Adicionalmente, en la medida que un postulante cuente con mayores medios financieros, aumentará su opción de ser electo, creencia que genera enormes derroches de recursos,  con un alto costo de oportunidad para la propia ciudadanía.


Por estas razones, Con fecha 5 de agosto de 2003 se publicó en el Diario Oficial la ley 19.884, que rige el financiamiento, los límites, el control y las medidas de publicidad de los gastos electorales que realicen los partidos políticos y los candidatos, a raíz de los actos eleccionarios que se contemplan en las leyes de votaciones populares y escrutinios y en la orgánica constitucional de municipalidades, a saber, Presidente de la República, Senador, Diputado, Alcalde y Concejal.

2.- El nuevo ordenamiento jurídico dictado con el objeto de legislar en materia de campañas electorales ha demostrado ser efectivo, aunque perfectible.


Efectivo porque todos y cada uno de los candidatos en las elecciones pasadas, entre otras cosas, rindieron su contabilidad, dentro de los límites fijados y nombraron a su administrador electoral, cumpliendo así con las exigencias establecidas, así como se espera que suceda en las futuras elecciones.


Y perfectible, porque desde la dictación de la Ley Nº 19.884, sobre Transparencia, límite y control del gasto electoral, ya se han dictado al menos tres leyes (19.963, 19.964 y 20.053) que han venido a regularizar diferentes situaciones, como corregir y subsanar vacíos y adaptarla a la realidad práctica que conlleva su aplicación.


En este sentido y luego de la aplicación práctica, ha surgido la necesidad nuevamente de perfeccionar la norma inicialmente dictada en agosto de 2003.

Para ello se propone:

1.- Se considera que los mecanismos de control son débiles porque se ha establecido un sistema de control administrativo y de contabilidad, más que uno de fiscalización.  Es difícil imaginar que el Servicio Electoral, con su actual composición, pueda realizar un análisis exhaustivo de las cuentas de todos los candidatos en 90 días, a lo más podrá revisar si los balances presentados cuadran con los recibos presentados y si no se pronuncia dentro de ese plazo, debe tenerse por aprobado el balance.

La Ley no especifica mecanismos de fiscalización concretos para el Servicio Electoral para hacer efectivo el control de las cuentas. No tiene capacidad institucional para fiscalizar si los partidos están recibiendo aportes desde el extranjero, y el Servel debería poder fiscalizar los gastos de los partidos previos a una elección, para ello debería modificarse su actual estructura, profesionalizando las tareas de  fiscalización como se ha hecho en México y Argentina.


Lo que hace el Servel hoy en día es más bien llevar un control y una contabilidad y no tiene mayor facultad fiscalizadora. Por lo tanto hay que pasar de una revisión a una verdadera auditoria si queremos que el Servicio Electoral efectivamente tenga la transparencia que requiere.

Pero esta propuesta incumbe materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, por lo que durante la tramitación de este proyecto, se insistirá en solicitar el patrocinio de indicaciones que vayan en el sentido indicado.
2.- La segunda propuesta es la constitución de una lista de proveedores, lo cual  garantiza que las empresas que van a otorgar prestaciones en las campañas electorales sean empresas que están registradas en el Servicio de Impuestos Internos y que tengan sus facturas al día. Se eliminan de esta manera las llamadas empresas fantasmas. 

3.- El tercer planteamiento tiene relación con el registro de brigadistas, ya que si estas personas o quienes hacen puerta a puerta durante las campañas políticas son inscritos con antelación por las candidaturas, se puede evitar recurrir a boletas “fantasmas” para justificar este tipo de gastos. Esto evita algo que es muy importante y que es la contratación de delincuentes que recorren el país y como no hay registro alguno nadie puede ejercer un control respecto de estos brigadistas.

4.- Suprimir el total anonimato en las donaciones, pues podría conducir a que un grupo económico determinado apoyare a determinados candidatos a cambios de recibir sus favores políticos en el futuro, a espaldas de los electores. El objetivo central de la transparencia es informar a la ciudadanía sobre la procedencia del financiamiento de la campaña de cada candidato, para poder realizar un voto informado, adicionalmente a operar como mecanismo básico de control ciudadano sobre las acciones futuras de las autoridades públicas, postelección.

En cuanto a la transparencia, la normativa está retrasada respecto de la de otros países, pues establece donaciones anónimas (hasta 20 UF, no pueden ser superiores en total por candidato al 20% del límite de gastos electorales), reservadas (más de 20 UF y hasta 600 UF por candidato o 3.000 UF por grupo de candidatos o partido, representando menos del 10% del total de gastos) y  públicas (las demás).

Se debe aumentar la transparencia en la relación entre dinero y política, pues respecto de al menos un 30% de las donaciones no se sabe su origen. 

El sistema no especifica quién debe determinar el porcentaje de donaciones que serán anónimas o reservadas.

La transparencia es un requisito esencial de control político porque:

- las donaciones anónimas o reservadas pueden generar relaciones no deseadas entre donatarios y candidatos electas;

- la existencia de información sobre el origen del apoyo económico de los candidatos otorga a la ciudadanía elementos para ver la consistencia entre sus promesas y los intereses económicos que le dan soporte.
5.- Evitar prácticas irregulares, eliminando las ventajas tributarias que obtienen ciertas donaciones políticas de las empresas, rebajando los gravámenes que aplica la ley a esas donaciones y obligando a las personas jurídicas, tales como sociedades anónimas, colegios profesionales y sindicatos, a obtener una aprobación de la asamblea de socios como condición para donar.

6.- Si aceptamos que el principio general de que las donaciones de privados son aceptables porque los individuos tienen el derecho a expresar sus preferencias, entonces sólo las personas naturales, y no las jurídicas o empresas deberían poder manifestar sus preferencias;

- si el objetivo de las empresas es el lucro, aceptar que efectúen donaciones estaría estrechamente vinculado a sus intereses corporativos, lo que afecta el espíritu de la ley;

- dado que la mayor parte del financiamiento de las campañas proviene de aportes de grandes empresas, el establecer franquicias tributarias es una forma de estimular una relación no deseada entre dinero y política, y

- adicionalmente, establecer franquicias tributarias es traspasar al Fisco parte del costo del aporte de las empresas.


Por otra parte, las empresas son las que hacen los aportes significativos, pero debe tenerse presente que en estos casos “no son sus dueños o controladores los que se meten la mano al bolsillo. Lo que hacen, casi invariablemente, es pasar la contribución electoral como gasto de la empresa. Esto tiene dos efectos. Si el propietario o controlador no es dueño del ciento por ciento de la empresa, al hacer un aporte electoral está actuando sin consultar la opinión de los otros accionistas, que terminan contribuyendo a algo que no conocen. Por otro lado, al convertir la contribución en gasto, los costos son mayores y las utilidades disminuyen y con ello, el impuesto a la renta. De manera que indirectamente el Fisco contribuye a las candidaturas

7.- Eliminar el subsidio estatal para las próximas elecciones a los candidatos que hayan sobrepasado los límites establecidos. La combinación de multas y no otorgamiento de subsidios estatales directos a los infractores, en el Derecho Comparado, ha dado mayor efectividad a estas normas. La sola aplicación de multas es insuficiente pues basta con calcular los mayores costos y decidir si conviene asumirlos con miras a tener una mejor opción, lo que implicaría que el acceso a la política seguiría dependiendo de la capacidad económica del candidato o del grupo que lo financie.


La aplicación de la sanción de eliminación de por vida del subsidio electoral público respecto de ese candidato no sólo perjudica al candidato y al partido político que representa, sino que lo pone en evidencia públicamente.
8.- La actual ley establece mecanismos de fiscalización difícilmente operables, basados en la rendición de cuentas sobre la base de gastos ya efectuados, debiendo dotarse al Servicio Electoral de una capacidad contable actualmente inexistente, agravado ello por lo reducido de los plazos. 


En algunos países, Brasil y Argentina, se exige informes contables a los candidatos y partidos antes de verificarse el proceso electoral.


Parece recomendable que la definición del gasto electoral de un candidato sea efectuada ex ante, y no ex post, como requisito para inscribirse en las elecciones respectivas, posibilitando que se controle efectivamente, mediante el cruce de información contable el “cuánto” gastará, el “cómo” gastará y, lo más importante para la ciudadanía, el “quién” financia al candidato y partido político, puesto que una evaluación ex post no permite realizar la labor de fiscalización con facilidad ni cumple con el objetivo de promover un voto informado.

Por lo anterior, los Diputados que suscriben vienen en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY
Artículo único.-Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884:
1.- Agrégase en el artículo 3°, el siguiente inciso cuarto:

"Sólo se considerarán como gastos electorales los que se efectúen por la prestación de servicios otrogados por proveedores debidamente registrados y por brigadistas inscritos al momento de incio de las campañas electorales."

2.- Reemplázase el inciso primero del artículo 10, por el siguiente:

"Los aportes de campaña electoral que efectúen personas jurídicas con fines de lucro requerirán de mandato especial, otorgado por la asamblea de socios, a quienes tengan las facultades de administración"

3.- Elimínase en el artículo 16, la expresión "anónimos"
4.- Suprímase el artículo 17.

5.- Elimínanse en el artículo 20 las expresiones "anónimos o".
6.- Agrégase en el artículo 27 A, el siguiente inciso quinto:

"La infracción a las normas contenidas en el párrafo 2° del Título I de esta ley cometidas por los candidatos, serán sancionadas con la pérdida del derecho al financiamiento público que establece el párrafo 2° del Título II, en las siguientes elecciones populares a las que se presenten."
7.- Agrégase en el artículo 31, lo siguiente:

"f) Presenten al momento de iniciar su gestión un presupuesto de los gastos que se destinarán a la campaña, con indicación pormenorizada de los diferentes ítems entre los que se distribuirá."
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